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SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 13 de julio de 2017. 

Según se explica en detalle a continuación, concluimos que 

erró el Tribunal de Primera Instancia (“TPI”) al negarse a desestimar 

una reconvención, a pesar de que, como cuestión de derecho, las 

alegaciones de la misma, de su faz, no justificarían la concesión de 

un remedio, ello ante (i) la inexistencia, en términos generales, de 

una causa de acción por daños como consecuencia de la 

presentación de una acción civil y (ii) la ausencia de alegaciones que, 

a modo de excepción, podrían configurar dicha causa de acción en 

este caso. 

I. 

La acción de referencia, sobre daños y perjuicios (la 

“Demanda”), fue instada por el Sr. Alberto Corretjer Reyes (el 

“Demandante”) en contra de la Sa. Corey Rebecca Cruz Watson (la 

“Demandada”).  Se alegó que las partes estuvieron casadas entre sí 

por un año y medio, y que la Demandada, de manera “maliciosa y 

mendaz, mediante alegaciones falsas”, intentó obtener una orden de 

protección y denunció penalmente al Demandante.  Se alegó que el 
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tribunal denegó la orden solicitada, y que el trámite penal no 

culminó en fallo de culpabilidad contra el Demandante. 

La Demandada contestó la Demanda y presentó una 

reconvención (la “Reconvención”) contra el Demandante.  Alegó que, 

luego del divorcio de ambas partes, el Demandante “ha presentado 

tres casos” contra la Demandada, sobre “liquidación de bienes 

gananciales”, “desahucio en precario” y “este caso de persecución 

maliciosa”.  Se alegó, además, que las partes “tienen activas varias 

controversias en el litigio de divorcio” relacionadas con “la custodia 

de la menor, relaciones filiales, pensión ex cónyuge y una petición 

de relocalización de la [Demandada] a su estado natal, Carolina del 

Norte” (énfasis suplido).   

Se alegó que el Demandante “utiliza los mecanismos de 

presentación de casos contra [la Demandada] para así ejercer 

presión, agobiar, encarecer los costos” de la Demandada, para que 

ella “desista en la defensa de sus derechos y todos est[o]s casos se 

conviertan en una carga económica insostenible para ella.”  Se alegó, 

además, que la intención del Demandante es “perpetuar la conducta 

controladora, manipuladora y de abuso mental y psicológico del 

matrimonio”, y que la conducta del Demandante es “una de 

persecución mediante mecanismos legales…”.  En la Reconvención, 

se reclaman $80,000.00 por concepto de daños relacionados con las 

anteriores alegaciones. 

El Demandante presentó una moción de desestimación de la 

Reconvención (la “Moción”).  Planteó que, como cuestión de derecho, 

no proceden las acciones de daños como consecuencia de un pleito 

civil.  El TPI, sin explicación, denegó la Moción, mediante una Orden 

notificada el 4 de abril de 2017 (la “Orden Recurrida”).  El 18 de abril 

de 2017, el Demandante solicitó reconsideración de la Orden 

Recurrida, lo cual fue denegado por el TPI, también sin explicación, 

mediante una Orden notificada el 17 de mayo de 2017. 
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Oportunamente, el 15 de junio de 2017, el Demandante 

presentó el recurso de referencia, en el cual reproduce sus 

argumentos ante el TPI en apoyo de la Moción.  Le ordenamos a la 

Demandada que mostrara causa, en o antes del 29 de junio de 2017, 

por la cual no debíamos expedir el auto solicitado y revocar la Orden 

Recurrida.  La Demandada compareció; argumenta que la Regla 

52.1 de las de Procedimiento Civil impide que revisemos la Orden 

Recurrida y, además, sostuvo la corrección de lo actuado por el TPI, 

reiterando lo alegado en la Reconvención y señalando que “las partes 

mantienen un litigio muy intenso por la custodia de la hija de 

ambos” y que “tener múltiples litigios en el Tribunal permite al 

[Demandante] complicar la vida de la [Demandada] de gastos, citas, 

compromisos de reuniones, descubrimiento de prueba y demás”. 

II. 

A. La acción de daños y perjuicios por persecución maliciosa 

Es norma conocida en nuestro ordenamiento civil que quien 

por acción u omisión cause daño a otro, mediando culpa o 

negligencia, viene obligado a reparar el daño causado. Art. 1802 del 

Código Civil, 31 LPRA sec. 5141.  Por lo tanto, para que prospere 

una reclamación por daños y perjuicios, será necesario demostrar 

lo siguiente: 1) que hubo un daño real; 2) que existe un nexo causal 

entre el daño y la acción u omisión de la otra parte; 3) y que el acto 

u omisión fue culposo o negligente. López v. Porrata Doria, 169 DPR 

135, 150 (2006); Bonilla v. Chardón, 118 DPR 599, 610 (1987).  

En “numerosas ocasiones” el Tribunal Supremo de Puerto 

Rico ha “reiterado la doctrina de que en nuestra jurisdicción no 

existe per se la acción civil de daños y perjuicios como consecuencia 

de un pleito civil.” Giménez Álvarez v. Silén Maldonado, 131 DPR 91, 

96 (1992).  Es decir, en “términos generales, el Derecho 

Puertorriqueño no reconoce la existencia de la acción civil de daños 

y perjuicios como consecuencia de un pleito civil.”  Giménez Álvarez, 
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supra, a la pág. 96 (citando de Pereira v. Hernández, 83 DPR 160, 

164-65 (1961)); García, v. E.L.A., 163 DPR 800, 810 (2005).  De 

ordinario, la “sanción judicial por el uso indebido de los 

procedimientos legales se traduce en la condena en costas y 

honorarios de abogado … dentro del mismo pleito”.  Giménez 

Álvarez, supra, a la pág. 97 (citando de Pereira, supra, a las págs. 

164-65).   

Por excepción, se permite una acción en daños y perjuicios 

por persecución maliciosa “cuando los hechos del caso revelan 

circunstancias extremas en que se acosa al demandante con pleitos 

[civiles o criminales] injustificados e instituidos maliciosamente”. Íd.  

La acción por persecución maliciosa prosperará si se demuestra que 

ocurrió lo siguiente: (i) que una acción civil fue iniciada o un proceso 

criminal instituido, por el demandado o a instancias de éste; (ii) que 

la acción, o la causa, terminó de modo favorable para el 

demandante; (iii) que fue seguida maliciosamente y sin que existiera 

causa probable; (iv) que el demandante sufrió daños y perjuicios 

como consecuencia de ello.  Giménez Álvarez, supra, a la pág. 96 

(citando Fonseca v. Oyola, 77 DPR 525, 528 (1954)). 

B. La desestimación por insuficiencia en las alegaciones 

Es liberal el estándar aplicable a la suficiencia de las 

alegaciones en una demanda.  La Regla 6.1 de las de Procedimiento 

Civil de 2009, 32 LPRA Ap. V, R. 6.1, solamente requiere que las 

alegaciones contengan “una relación sucinta y sencilla de los hechos 

demostrativos de que la parte peticionaria tiene derecho a un 

remedio”.  Esta formulación es, en lo esencial, idéntica al lenguaje 

anterior de dicha regla.  Véase Dorante v. Wrangler, 145 DPR 408 

(1998). 

Las “alegaciones sólo tienen el propósito de notificar, a 

grandes rasgos, a la parte demandada, de las reclamaciones en su 

contra, para que pueda comparecer a defenderse si así lo desea.”  
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Dorante, supra; Sánchez Montalvo v. Autoridad de Puertos, 153 DPR 

559, 569 (2001); Pressure Vessels v. Empire Gas, 137 DPR 497, 505 

(1994).  “Para precisar con exactitud cuáles son las verdaderas 

cuestiones en controversia y aclarar cuáles son los hechos … es 

imprescindible recurrir a los procedimientos para descubrir 

prueba.”  Banco Central v. Capitol Plaza, 135 DPR 760, 764 (1994) 

(citas omitidas).   

Así pues, para evaluar si las alegaciones son suficientes, de su 

faz, debemos tomar como ciertos todos los hechos bien alegados en 

la demanda, las cuales se interpretarán “conjuntamente, 

liberalmente y de la manera más favorable posible para la parte 

demandante.”  Aut. Tierras v. Moreno & Ruiz Dev. Corp., 174 DPR 

409, 428-429 (2008); Colón v. Lotería, 167 DPR 625, 649 (2006); 

Dorante, supra; Sánchez Montalvo, supra; Pressure Vessels, supra; 

Unisys Puerto Rico v. Ramallo Bros., 128 DPR 842, 858 (1991).  De 

conformidad, las alegaciones se reputarán suficientes salvo que se 

“demuestre que el demandante no tiene derecho a remedio alguno, 

bajo cualesquiera hechos que pueda probar” a raíz de las 

alegaciones formuladas.  Aut. Tierras, supra; Colón, supra; Dorante, 

supra; Pressure Vessels, supra; Unisys Puerto Rico, supra. 

III. 

Concluimos que erró el TPI al negarse a desestimar la 

Reconvención.1  Es patente que las alegaciones de la Reconvención, 

aun bajo el estándar liberal que prevalece en su evaluación, no 

configuran causa de acción alguna contra el Demandante; es decir, 

de su faz, las mismas no justificarían la concesión de un remedio.  

                                                 
1 Como cuestión de umbral, rechazamos el argumento jurisdiccional de la 

Demandada, pues la Orden Recurrida es una “denegatoria de una moción de 

carácter dispositivo”, Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R.52.1.  

Adviértase que, mediante la Moción, se solicitó disponer totalmente de la 
Reconvención, por lo que la misma era de “carácter dispositivo” en cuanto a dicha 

acción. 
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En esencia, mediante la Reconvención, se pretende recobrar 

como consecuencia de la existencia de varias controversias civiles 

entre las partes.  No obstante, según arriba explicado, la norma es 

clara a los efectos de que esta causa de acción no existe en Puerto 

Rico. García v. E.L.A., 163 DPR 800, 810 (2005); Giménez Álvarez, 

supra, a la pág. 96-97.   

Tampoco se alegó en la Reconvención que estuviesen 

presentes las circunstancias extremas que permitirían, por 

excepción, una acción de daños y perjuicios por persecución 

maliciosa en este contexto.  Adviértase, en particular, que en la 

Reconvención no hay alegación alguna de que: (i) las acciones a las 

cuales se hace referencia hayan terminado, o (ii) que las mismas 

terminaron de forma favorable para la Demandada, o (iii) que las 

mismas se promovieron de forma maliciosa por el Demandante.  

Para alegar una causa de acción viable en este contexto, era 

necesario, como mínimo, que se alegaran todas las anteriores 

circunstancias.  Giménez Álvarez, supra, a la pág. 96.  Resaltamos 

que, al oponerse al presente recurso, la Demandada tampoco alegó 

que hubiese terminado, a su favor, alguna acción civil promovida 

por el Demandante. 

Al contrario, el Demandante alega, sin que ello fuese 

contradicho por la Demandada, que (i) la acción sobre división de 

bienes gananciales (KAC2016-0699) no ha culminado y (ii) el 

Demandante prevaleció en la acción sobre desahucio (KPE2016-

2216).  Por supuesto, tampoco ha culminado el trámite de esta 

Demanda y, por la propia admisión de la Demandada, también están 

pendientes las controversias relacionadas con el “litigio de divorcio”.  

Así lo reconoce la Demandada al admitir, por ejemplo, que las partes 

“mantienen un litigio muy intenso por la custodia de la hija”. 

En fin, las alegaciones de la Reconvención distan mucho de 

presentar un caso viable por persecución maliciosa en el ámbito 
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civil, al no alegarse los elementos mínimos de dicha causa de acción, 

mucho menos las circunstancias “extremas” que harían viable dicha 

acción, a manera de excepción de la regla general que las proscribe. 

Giménez Álvarez, supra, a las págs. 96-97. 

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, expedimos el auto 

solicitado, revocamos la orden recurrida y ordenamos la 

desestimación de la reconvención instada por la Sa. Corey Rebecca 

Cruz Watson; se devuelve el caso al Tribunal de Primera Instancia 

para trámites ulteriores compatibles con lo aquí resuelto. 

Lo acuerda y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

                                            Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
                                     Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


